
    

 

INVITACION DE MINIMA CUANTIA 028-2023 

EVALUACION DEFINITIVA 

SERVICIO DE ALBERGUE Y CUSTODIA TEMPORAL PARA LA ATENCIÓN DE ANIMALES 

VULNERABLES Y APREHENDIDOS EN EL MUNICIPIO DE SOACHA 

 

 

REQUISITOS HABILITANTES  

ANEXO EVALUACION  

Teniendo en cuenta lo anterior, en atención a la invitación publica 028 de 2023 se determina que el 

proponente TENJO DOGS CLUB GUILLERMO FRANCISCO DE BACKER DURAN, cumple con los 

parámetros establecidos en los documentos cargados en la plataforma electrónica SECOP II, por 

cuanto es pertinente la suscripción de la carta de aceptación de la oferta por parte del ordenador del 

Gasto 

POSICION PROPONENTE VALOR DE ADJUDICACION 

1 TENJO DOGS CLUB 

GUILLERMO FRANCISCO DE 

BACKER DURAN 

50.000.000 

 

Concepto del comité:  

COMO RESULTADO DE LA EVALUACION LOS MIEMBROS DEL COMITE CONCLUYEN, por 

tratarse de un documento de consolidación, se aclara que la responsabilidad de los miembros del 

comité es de acuerdo a la competencia establecida en el respectivo acto administrativo de su creación 

y/o conformación, en el que se determina la verificación que deben efectuar ES DECIR RESPONDERA 

CADA MIEMBRO POR LOS ERORES U OMISIONES EN SU VERIFICACION DE FORMA 

INDIVIDUAL. 

Nota: La presente verificación se publica en el SECOP II, para que en el término previsto de traslado 

de las evaluaciones conforme a la Ley 80 de 1993, y el Decreto Único Reglamentario 1082 de 2015 

se realicen las subsanaciones requeridas y las observaciones que consideren pertinentes conforme al 

parágrafo 1, articulo 5 de la ley 1150 de 2007. 

Asimismo, se deja constancia que la oferta económica, se deja a subsanación de la entidad, teniendo 

en cuenta que los documentos preliminares, previos no fueron específicos con la totalización de la 

oferta, asimismo y teniendo en cuenta los principios de la contratación estatal garantiza subsanar todo 

aquello que no otorgue puntaje, por lo cual se cita el Concepto C – 728 de 2022, de la Agencia Nacional 

de Contratación Estatal el cual determina lo siguiente: 

 



    

(..)la Ley 80 de 1993 se refiere a la selección objetiva en varios apartados, como: i) el primer 

inciso del artículo 21, que obliga a las entidades estatales a tener en cuenta la selección 

objetiva, al garantizar la participación de los oferentes de bienes y servicios de origen nacional, 

ii) el artículo 24, numeral 5º, literal a), que manda que en los pliegos de condiciones se 

indiquen «[…] los requisitos objetivos necesarios para participar en el correspondiente proceso 

de selección», iii) el artículo 24, numeral 5º, literal b), que establece que en los pliegos de 

condiciones se deben definir «[…] reglas objetivas, justas, claras y completas que permitan la 

confección de ofrecimientos de la misma índole, aseguren una escogencia objetiva y eviten la 

declaratoria de desierta de la licitación», iv) el artículo 24, numeral 8º, según el cual «Las 

autoridades no actuarán con desviación o abuso de poder y ejercerán sus competencias 

exclusivamente para los fines previstos en la ley. 

Ahora bien, para garantizar el principio de selección objetiva, también es necesario que las 

entidades estatales se abstengan de rechazar las ofertas, por el incumplimiento de requisitos 

meramente formales, sacrificando la favorabilidad que podría representar la oferta que 

adolezca de estos defectos, si se permitiese su corrección. En otras palabras, es consustancial 

a la selección objetiva la obligación que tienen las entidades estatales de posibilitar la 

subsanación de los requisitos de participación, bajo las condiciones indicadas en la ley, antes 

de tomar la decisión de rechazar las propuestas que hayan omitido la observancia de los 

requisitos habilitantes. Dicha decisión por regla general –salvo en los casos específicos 

previstos en la ley, como el de la imposibilidad de subsanar la no entrega de la garantía de 

seriedad de la oferta o de acreditar circunstancias ocurridas con posterioridad al cierre del 

procedimiento de selección (art. 5, par. 1º y 3º, Ley 1150 de 2007)– solo puede tomarse si, 

previamente, se ha permitido que los proponentes completen o corrijan la información 

relacionada con los requisitos que no asignan puntaje, como mecanismo para hacer 

prevalecer el derecho sustancial sobre las formalidades.  

Esta Subdirección se ha pronunciado en diversas oportunidades acerca del alcance de la regla 

de la subsanabilidad, contenida actualmente en el artículo 5 de la Ley 1150 de 2007. Al 

respecto, la postura que se reitera en el presente concepto es la siguiente: por regla general, 

i) la falta de entrega o ii) los defectos, de los requisitos habilitantes, son subsanables. La 

excepción se encuentra en los casos, previstos en la ley, que limitan la subsanabilidad, es 

decir, en la prohibición de permitir la entrega de la garantía de seriedad de la oferta que no 

fue aportada con la propuesta y de valer la acreditación de circunstancias ocurridas con 

posterioridad al cierre del proceso. Visto lo anterior, una vez verificada la ausencia de 

requisitos y/o documentos de la oferta, para efectos de saber si se pueden subsanar, la 

Administración se debe preguntar, en primer lugar, si lo que hace falta es un documento que 

afecte la asignación de puntaje o no y, en segundo lugar, si el cumplimiento del requisito 

constituye una circunstancia ocurrida con anterioridad o con posterioridad al cierre del 

proceso. Para arribar a la conclusión de que lo omitido puede subsanarse, la respuesta al 

primer interrogante debe ser negativa, es decir, que lo omitido no sea un factor que afecte la 

asignación de puntaje y la respuesta al segundo interrogante debe dar cuenta de que lo 

omitido sea la prueba de una circunstancia o hecho que ocurrió con anterioridad al cierre del 

proceso. 

 No obstante, de la lectura de este aparte podrían, en la práctica, darse dos interpretaciones 

que dan lugar a dos formas de proceder en los procesos de selección, en Página 19 de 21 lo 

que a la subsanabilidad de las ofertas se refiere. Primera, que la posibilidad para subsanar de 

los oferentes es el término del traslado del informe de evaluación, pues es un documento 

donde la Administración consigna los requisitos o documentos omitidos que los oferentes 

deben subsanar, so pena de rechazo; segunda, que el término del traslado del informe de 



    

evaluación es el límite para la subsanación de ofertas, pero no el único momento para hacerlo. 

De acuerdo con la primera interpretación, el informe de evaluación se convierte en la 

oportunidad que adopta la Administración para decirles a los oferentes qué documentos o 

requisitos omitieron y deben subsanar y, consecuentemente, el término del traslado es la 

oportunidad del proponente para cumplir con lo solicitado. La segunda interpretación permitiría 

que la Administración requiera al oferente durante el proceso de evaluación de las propuestas, 

tan pronto advierta que hace falta un documento o requisito que se puede 11 subsanar. En 

este caso, el proceso de subsanación se podría realizar con anterioridad a la publicación del 

informe de evaluación, de manera que, una vez se publique el informe ya se encuentren 

subsanadas las propuestas, sin perjuicio del término límite que concedió la ley. 

En criterio de esta Subdirección, la segunda interpretación es la más ajustada a la norma, 

pero, además, es la más conveniente para el desarrollo del proceso de selección, porque 

garantiza que el informe de evaluación presente una comparación de propuestas más 

depurada y el término de traslado para observaciones al mismo sea una oportunidad en la que 

se planteen aspectos sustanciales o de fondo a la evaluación, teniendo en cuenta que ya las 

propuestas estarán consolidadas en lo formal. Subsanar antes del informe de evaluación 

ofrece mayor seguridad y certeza al proceso de selección, a la Administración y a los 

oferentes.  

Así, la modificación introducida por el artículo 5 de la Ley 1882 de 2018, si bien pudo significar, 

en la práctica de los procesos de selección, que el informe de evaluación fuera la oportunidad 

de la Administración para requerir al proponente para que subsane la oferta, y el término del 

traslado la oportunidad para hacerlo, lo cierto es que no impide que esto se realice con 

anterioridad a la publicación del informe, inclusive, es más adecuado y conveniente que la 

subsanación de las ofertas se intente con anterioridad, de forma que, una vez la 

Administración advierta el defecto le solicite directamente al oferente que subsane. Esta 

interpretación es más consistente con los principios de economía, transparencia y selección 

objetiva. Lo anterior, se aclara, sin desconocer el límite que establece la norma para que los 

oferentes, sin perjuicio de que lo hagan antes, cuenten hasta el término de traslado del informe 

de evaluación con la posibilidad de presentar la información solicitada. 

 LA RESPUESTA SE SUSTENTA EN LOS SIGUIENTES ARGUMENTOS: 1. La Ley 80 de 

1993, en su artículo 30, señala lo siguiente: “Los informes de evaluación de las propuestas 

permanecerán en la secretaría de la entidad por un término de cinco (5) días hábiles para que 

los oferentes presenten las observaciones que estimen pertinentes. En ejercicio de esta 

facultad, los oferentes no podrán completar, adicionar, modificar o mejorar sus propuestas.” 

2. El Consejo de Estado en sentencia No. 28855 consideró que: “(…) Lo subsanable es aquello 

que, a pesar de que se tiene, no aparece claramente acreditado en el proceso de selección; 

pero, no se puede subsanar aquello de lo cual se carece o que no existe al momento de 

proponer, porque entonces se estaría hablando de la complementación, adición o mejora de 

la propuesta, lo cual está prohibido por el numeral 8 del artículo 30 de la Ley 80 de 1993. (…) 

Lo anterior supone que lo subsanable son las inexactitudes o las dudas que puedan surgir o 

que detecte la entidad pública al momento de verificar el cumplimiento de los requisitos 

habilitantes o de revisar los demás documentos de la propuesta que no resulten necesarios 

para la comparación de las ofertas, es decir, a luz de la Ley 1150 de 2007, aquellos que no 

incidan en la asignación de puntaje; por el contrario, las carencias no son susceptibles de 

subsanar, pues lo que no se tiene no se puede corregir.” 3. Así lo reiteró en la sentencia No. 

38339 en los siguientes términos: “De lo anterior se concluye que tanto en vigencia de la Ley 

80 de 1993 como en la 1150 de 2007, las autoridades no pueden rechazar las propuestas 

alegando omisión o deficiencias habilitantes, con la connotación de subsanables. Así mismo, 



    

la posibilidad de aclaración o explicación parte del supuesto de que el requisito se cumpla, en 

tanto no es posible aclarar o explicar lo inexistente.  

De ese modo se confirma la inmodificabilidad de las propuestas. Cabe diferenciar entre lo que 

significa cumplir los requisitos habilitantes y probar o acreditar que los mismos se cumplen: lo 

que se puede subsanar o sanear es la prueba de las condiciones habilitantes, pero no el 

requisito en sí mismo considerado, porque resultaría materialmente imposible tratar de 

subsanar algo que no existe. Esto supone que lo subsanable es aquello que, a pesar de que 

se tiene, no aparece claramente acreditado en el proceso de selección; pero, no se puede 

subsanar aquello de lo cual se carece o que no existe al momento de proponer, porque 

entonces se estaría hablando de la complementación, adición o mejora de la propuesta, lo 

cual está prohibido por el numeral 8 del artículo 30 de la Ley 80 de 1993.(…) 

 

Cordialmente, 

 

COMITÉ EVALUADOR 


